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En el Informe Jurídico se analiza un proceso civil de Desalojo por Ocupación 
Precaria, que se inició con la demanda presentada por la señora Flora Ulda 
Salcedo Armas, en contra del señor Lucas Chacón Chacón. La demandante 
solicitó que se ordene la desocupación del inmueble ubicado en el Lote 10 Mz. 
D Barrio XVI- Grupo Residencial 1°- Sector H del Distrito de Ventanilla- Callao 
por cuanto el demandado Lucas Chacón Chacón ocupaba el inmueble sin que le 
asista titularidad ni justo título. Asimismo, la demandante refirió que adquirió en 
1993 a la Asociación de Propietarios de Vivienda Mercado Central – Proyecto 
Especial Ciudad Pachacutec la propiedad de dicho inmueble. Finalmente, 
manifestó que, intentó llegar a un acuerdo conciliatorio para que el demandado 
se retire del inmueble, siendo el resultado negativo. Por su parte, el demandado 
argumentó que ejerce posesión pacífica, pública y continua desde mayo del 2001 
y que su posesión se legitima con medios probatorios como Constancias de 
Posesión y Ficha de Empadronamiento. Además, sostuvo que la demandante al 
haber tomado conocimiento que el inmueble se encuentra en un procedimiento 
administrativo de reversión conforme a la Ley 28703 inicia una acción de 
desalojo. Por último, precisó que su posesión no es precaria, toda vez que se 
encontraba amparada en el Art. 4 de la Ley N°28703, que establecía que los 
lotes revertidos serían adjudicados a sus actuales posesionarios. El expediente 
analizado contiene materias jurídicas relevantes, tales como: posesión, 
propiedad, debido proceso, el recurso de casación, entre otros. El Juzgado Mixto 
de Ventanilla resolvió declarar Improcedente la demanda. La Sala Superior Mixta 
Transitoria de Ventanilla, resolvió Revocar la sentencia que declara 
Improcedente la demanda y reformándola la declara Fundada en todos sus 
extremos. Ante ello, el demandado interpuso Recurso de Casación. La Sala Civil 
Permanente de la Corte Suprema de Justicia declaró Fundado el Recurso de 
Casación y declararon Nula la sentencia de vista y actuando en sede de instancia 
confirmaron la sentencia apelada que declara Improcedente la demanda. 
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I. RELACION DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS 

PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCESO 

 

SINTESIS DE LA DEMANDA 

Con fecha 14 de diciembre del 2010, FLORA ULDA SALCEDO ARMAS (en adelante, “el 

demandante”), al amparo de lo dispuesto en los artículos 585 y 586 del Código Procesal 

Civil(CPC) en vía de Proceso Sumarísimo interpuso demanda de DESALOJO POR 

OCUPACIÓN PRECARIA contra LUCAS CHACON CHACON (en adelante, el demandado); 

para que mediante sentencia se le ordene la desocupación del inmueble inscrito en la P.E. 

PO1030747, distrito de Ventanilla – Callao y contra cualquier persona que se encuentre 

ocupando el predio, siendo los siguientes puntos los considerandos de su demanda: 

- Que, el demandante adquirió en 1993 a la Asoc. De Propietarios de Vivienda Mercado 

Central – Proyecto Especial Ciudad Pachacutec la propiedad ubicada en Lote 10, Mz. D 

Barrio XVI – Grupo Residencial 1ª – Sector H. 

-Que, el demandado sin que le asista titularidad ni justo título viene ocupando el inmueble, es 

así que se intentó llegar a un acuerdo conciliatorio para que se retire del inmueble, siendo el 

resultado negativo. 

-Que, los demandados con la finalidad de evadir el mandato judicial, hicieron una 

transferencia hacia otra persona, posiblemente sus cómplices, con la finalidad de evitar se ejecute 

la sentencia. 

Fundamentos de derecho: 

Código Civil: Artículos 923, 926, 927. 
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Código Procesal Civil: Artículos 425, 425, 546. 

Medios probatorios: 

Mérito de la Partida electrónica del inmueble materia de litis. 

Copia certificada del Acta de Conciliación. 

El mérito al recibo de pago realizado al Ministerio de Vivienda y Construcción por el lote de 

terreno materia de litis. 

 

SINTESIS DE LA CONTESTACIÓN A LA DEMANDA 

Con fecha 13 de enero de 2011, el demandado contesto la demanda; negándola y 

contradiciéndola en todos sus extremos a fin de que la misma sea declarada improcedente, bajo 

los siguientes fundamentos: 

-Que, el demandado ejerce posesión pacífica, pública y continua desde mayo del 2001, en 

consecuencia, la posesión objetiva como atributo inherente a la propiedad le justifica plenamente 

el uso y el disfrute del bien a su favor, y para acreditarse la precariedad debe darse la ausencia 

absoluta de cualquier circunstancia que haga prever tal estado, es decir, contrario sensu, basta 

que exista cualquier hecho o circunstancia que legitimen la posesión para que la posesión ya no 

sea precaria. 

-Que, la posesión del demandado se legitima con medios probatorios como Constancia de 

Posesión, Ficha de Empadronamiento; asimismo indica que es la segunda vez que la demandante 

interpone una demanda de desalojo por ocupación precaria. 

-Asimismo, a inicios del 2004 ha logrado construir una habitación con una base circulada con 

adobe y cemento, con piso pulido de cemento, y también con material prefabricado, con 

suministro eléctrico definitivo. 
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-Que, la demandante al haber tomado conocimiento que el inmueble se encuentra en un 

procedimiento administrativo de reversión conforme a la Ley 28703 inicia una acción desalojo. 

-Finalmente, la posesión del demandado no es precaria, toda vez que se encuentra amparada 

en el Art. 4 de la Ley N°28703, que establece que los lotes revertidos serán adjudicados a sus 

actuales posesionarios, siendo el estado actual de dicha partida registral afecta a la anotación 

preventiva indefinida de la Resolución Contractual o inicio de reversión. 

Fundamentos de derecho: 

Art. 885, 896° y 955° del CC. 

Ley 28703. 

Decreto Supremo N°015-2006-VIVIENDA. 

Medios probatorios: 

En mérito de la copia simple del Expediente Administrativo N°2269-2010. 

Copia de Constancia de Posesión Administrativa (2001). 

Copia de 02 Constancias de Posesión otorgadas a favor del demandado por la Municipalidad 

Provincial del Callao (2006 y 2008). 

Copia de Constancia de Posesión otorgadas a favor del demandado por la Municipalidad 

Distrital de Ventanilla (2009). 

Copia de ficha de empadronamiento por el Gobierno Regional de Callao. 

Copia de Sentencia Judicial N°2008-0469-0-0704-JM-CI-01. 

10 impresiones fotográficas. 

Inspección Judicial. 
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SÍNTESIS DEL RECUROS DE APELACIÓN 

APELACION A LA RESOLUCION N°12: 

Con fecha 10 de agosto de 2011, Flora Ulda Salcedo Armas, interpone recurso de apelación 

contra la sentencia a fin que la misma sea revocada por los siguientes fundamentos: 

-Que, se declara improcedente la demanda en base a que el inmueble se encuentra pre 

fabricado y dichas construcciones no pueden ser desarmados sin afectar la estructura del mismo 

para lograr el desalojo del predio, interpretación errada por cuanto es falso que exista 

construcción que no se pueda desarmar, toda vez que el módulo es de madera provisional. 

-Que, el A-Quo debió invocar el Art. 943° del Código Civil, ya que la choza provisional ha 

sido construida de mala fe en terreno ajeno, más aún cuando es de conocimiento público que el 

terreno obedeció a un tráfico de tierras tal como lo acreditan las sentencias que lo acompañan. 

-Asimismo, se cometió un error en la interpretación de la Ley 28703, dado que, el cierre de 

partidas se hizo por un tercero, el cual fue el Gobierno Regional del Callao, por tanto, dicho acto 

administrativo es nulo de puro derecho. 

 

APELACION A LA RESOLUCION N°20: 

Con fecha 24 de Setiembre del 2012 por el escrito 3158-2012-CI la demandante Flora Ulda 

Salcedo Armas interpone recurso de apelación contra la sentencia N°20 del 12 de Setiembre del 

2012 precisando lo siguiente:  

-Que, en la resolución apelada se ha señalado que su derecho de propiedad se encuentra 

limitado y que no tiene legitimidad para obrar, por lo que no concurren las condiciones de la 

acción. 

-En ese sentido precisa que, el año 1993 se le adjudicó en compraventa el terreno sub Litis en 
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inscrito en Registros Públicos. 

-Que, para que prospere la acción es necesario que la demandante acredite plenamente ser 

titular del bien inmueble y eso se acredita con la copia literal de dominio. 

Sobre el particular, en doctrina se menciona lo siguiente:  

La apelación es un recurso superior que se sustenta en el principio de pluralidad de 

instancia y que tiene prevalencia porque garantiza el derecho fundamental de acceso al 

recurso y, por ende, a la revisión de la decisión judicial por un órgano o instancia superior. 

(Guerra Cerrón, 2016, pág. 22) 

 

SÍNTESIS DEL RECUROS DE CASACION: 

Con fecha 02 de Junio del 2014 Lucas Chacón Chacón interpone Recurso de Extraordinario 

de Casación solicitando que sea elevado a la Sala correspondiente de la Corte Suprema de 

Justicia de la República para los fines casatorios pertinentes aduciendo lo siguiente: 

Causal de Infracción normativa procesal y material: 

Indicó la infracción de las normas sin tener en cuenta el art.122 inc.3 del PCP, asi como el art. 

139 inc. 3 y 5 de la Constitución Política del Perú y de orden sustantivo el art. 896, 911 y 923 del 

Código Civil. Por otro lado, la infracción de la Ley N° 20703 y su reglamento el Decreto 

Supremo N°015-2006- VIVIENDA. 

Causal de apartamiento inmotivado del precedente judicial: 

Apartamiento inmotivado del precedente judicial, como es la Sentencia del 4to Pleno 

Casatorio Civil de la Corte Suprema de Justicia de la Republica- Casación N° 2195-2011- 

UCAYALI respecto a su fundamento 51 cuando se hace alusión a la carencia de título o al 

fenecimiento del mismo, no se está refiriendo al documento que haga alusión exclusiva al título 
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de propiedad, sino a cualquier acto jurídico que le autorice a la parte demandada a ejercer la 

posesión del bien, puesto que el derecho en disputa no será la propiedad sino el derecho a poseer. 

Fundamentación de las causales: 

-Que, la demanda de Ocupación precaria interpuesta no se encuentra amparada en los 

dispuesto por el art. 911 del Código Civil, toda vez que habiéndose resuelto administrativamente 

y conforme a ley el contrato de adjudicación, la demandante ha quedado deslegitimada de su 

derecho de propiedad, es decir, lo ha perdido, resultando inejecutable la sentencia. Consigna que 

su posesión no es precaria ya que se encuentra amparado por la Ley 28703 en la que se dice que 

serán titulados los actuales posesionarios. 

-De igual forma sustenta que, su posesión no es precaria puesto que la ejerce al amparo de 

documentos públicos, habiéndose iniciado su posesión desde el año 2001, situación que no se ha 

tenido en cuenta al momento de resolver, lo cual afecta el debido proceso y el derecho a la 

defensa. 

-Que, nunca se valoró las construcciones existentes de madera y de material noble verificadas 

en la inspección judicial lo cual afecta el debido proceso y el derecho a la defensa. 

-Asimismo, existe interpretación errónea de la ley N°28730 puesto que su posesión no es 

precaria, ya que textualmente el art 4 indica que autoriza a la Municipalidad Provincial del 

Callao, proceda al reconocimiento de Asentamientos Humanos asentados en los terrenos del 

Proyecto Especial Cuidad Pachacutec, entregue constancias de posesión a los moradores, en 

consecuencia, es legalmente justificada su posesión acreditado con documentos públicos. 

Complementariamente, a mi parecer, es necesario circunscribir la definición del recurso de 

casación, en ese sentido, Hinostroza (2012) define el recurso de casación como “aquel medio 

impugnatorio vertical y extraordinario procedente en supuestos estrictamente determinados por 
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la ley y dirigido a lograr que el máximo tribunal revise y revoque o anule las resoluciones 

expedidas por las Salas Superiores como órganos de segundo grado” (pág. 257) 

 

II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE 

 

La demandante al amparo de lo dispuesto en los artículos 585 y 586 del Código Procesal 

Civil(CPC) en vía de Proceso Sumarísimo interpuso demanda de desalojo por ocupación precaria 

contra el demandado; para que se le ordene la desocupación del inmueble afirmando que el 

demandado viene ocupando su propiedad sin que le asista titularidad alguna ni justo título. Al 

respecto, considero que, para el análisis de los problemas jurídicos presentes en el proceso es 

necesario establecer algunos conceptos jurídicos relevantes, desarrollados por autores de nuestra 

comunidad jurídica: 

En el presente caso, la figura principal es la posesión. Al respecto, se afirma: 

 Nuestra percepción jurídica sobre el instituto de la posesión, la podemos también 

transmitir definiéndola como el derecho real que establece una relación directa y efectiva del 

poseedor con los bienes (relaciones reales), con el objeto de obtener beneficios de su utilidad 

económica y social. Tratada con autonomía científica y legislativa frente a la propiedad 

(Gonzales, 2007, pág.154) 

Por la posesión precaria se entiende como aquella que se ejerce sin título o habiendo tenido 

éste ha fenecido, conforme lo contemplado en el artículo 911 del Código Civil, en opinión de un 

jurista destacado la posesión precaria es: 
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En resumen, para la jurisprudencia, el precario viene a ser cualquier sujeto que ocupa un 

bien sin título o con título fenecido, entendido como falta de documento que justifique de 

alguna manera la posesión que ejerce. Para tal efecto, se necesita que el demandante en el 

proceso de desalojo acredite la propiedad mediante algún instrumento en el que conste un 

negocio jurídico de finalidad adquisitiva. (Gonzales, 2011, pág.76) 

Asimismo, reiterada jurisprudencia se ha pronunciado en ese sentido, por lo tanto, debemos 

entender y remitirnos a algunos pronunciamientos efectuados donde se define esta figura 

jurídica: 

“Se establece que, el desalojo por ocupación precaria, el artículo 911 del Código Civil señala 

que la posesión precaria, es aquella que se ejerce sin título alguno o cuando el que se tenía ha 

fenecido, por ende, para que prospere la acción es necesaria la existencia indispensable de tres 

presupuestos. a) que el actor acredite plenamente ser titular de dominio del bien inmueble cuya 

desocupación solicita; b) que se acredite la ausencia de relación contractual alguna entre el 

demandante y el emplazado; y c) que para ser considerado precario debe darse la ausencia 

absoluta de cualquier circunstancia que justifique el uso y disfrute del bien por la parte 

emplazada”.  

Casación N° 3702-2016-Tacna 

 

“(…) la ocupación precaria de un bien inmueble se configura con la posesión del mismo sin 

detentar título alguno que justifique dicha posesión o el que se tenía ha fenecido; asimismo, 

quien pretenda la restitución o entrega, en su caso, de un predio ocupado bajo dicha calidad, debe 

acreditar el derecho de propiedad o que lo ejerce en representación del titular o, en todo caso la 

existencia de título válido y suficiente que otorgue derecho a la restitución del bien; de 
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conformidad con los artículos quinientos ochentaicinco y quinientos ochentaiséis del Código 

Procesal Civil”. 

Casación N°2096-2006- Huaura 

 

En esa misma línea, el IV Pleno Casatorio Civil, basada en la Casación N° 2195-2011-

Ucayali define al precario: 

“Se establece que una persona tiene la condición de ocupante precario cuando ocupa un 

inmueble ajeno, sin pago de renta y sin título para ello, o cuando dicho título no genera ningún 

efecto de protección para quien lo ostenta, frente al reclamante, por haberse extinguido el 

mismo”. 

En el marco de las precisiones anteriores, se aprecia que, para el presente caso existe la 

necesidad de establecer si el demandado ostenta la condición de precario o no; y si en virtud de 

las constancias de posesión expedidas por la Municipalidad Provincial del Callao en lineamiento 

con la Ley 28703 y su reglamento N° 015-2006 –VIVIENDA, podría considerarse que existe 

título que justifique la posesión que mantiene sobre el bien inmueble, tal como argumenta el 

demandado; y si por ello estaría poseyendo el bien porque la entidad municipal lo ha facultado 

para tal hecho quitándole la calidad de precario. 

Asimismo, es fundamental examinar desde la perspectiva de quien alega la restitución del 

bien por medio del proceso de desalojo y si está legitimado para ello, en el presente caso la 

demandante Flora Ulda Salcedo Armas argumenta ser la propietaria del bien. Y respecto a la 

propiedad se considera: 

Dentro de los derechos reales se caracteriza porque el ámbito de poder típico del derecho 

de propiedad comprende, en principio, todas las facultades posibles sobre la cosa. Por la 
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propiedad, en principio, los bienes están sometidos, en todas las utilidades posibles, al poder 

del propietario. (Pasco, 2013, pág. 394) 

En esa línea y dirección, la jurisprudencia se ha manifestado señalando lo siguiente: 

“Que, en un proceso sobre desalojo por ocupación precaria la pretensión procesal está dirigida 

a que la parte demandada desocupe el bien materia del litigio, por carecer de título o porque el 

que tenía feneció; por lo que el actor debe acreditar ser propietario del bien o tener derecho a la 

restitución de la cosa, tal como lo regula el artículo 586 del Código Procesal Civil, y, en caso de 

contradicción, la parte demandada debe acreditar tener título vigente que justifique la posesión 

que ejerce sobre el bien materia de controversia”. 

Sentencia Casatoria Nº4252-2010- Lima. 

 

“Pueden demandar el desalojo por ocupante precario todo el que considere tener derecho a la 

restitución de un predio, esto es, el propietario y todo el que tiene derecho a que se le reponga en 

la posesión; por consiguiente, corresponde en principio verificar si el accionante se encuentra 

debidamente legitimado para demandar el desalojo, y posteriormente, si el recurrente encaja en 

uno de los supuestos para configurares como poseedor precario.” 

Sentencia Casatoria N°2879-2010-Lima  

 

“Que, como precisan los artículos 585 y 586 del Código Procesal Civil, la restitución de un 

predio se tramita como acción de desalojo, correspondiendo ejercitar la misma al propietario, al 

arrendador, al administrador y a todo aquel que considere tener derecho a su restitución, en tal 

virtud, para el amparo de la pretensión debe establecerse: a) el derecho de propiedad de la parte 

actora, cuya carga le corresponde a la misma; y, b) la posesión sin título del demandado”. 
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Sentencia Casatoria N°2401-2009-Lima. 

 

En síntesis, como se puede apreciar de las sentencias casatorias aludidas, se afirma que la 

parte demandante en un proceso de desalojo puede ser el propietario del bien o quien alegue 

tener derecho a la restitución del mismo. Asimismo, indica que la pretensión en una demanda de 

desalojo se circunscribe en la solicitud del demandante respecto a la restitución del bien, y en ese 

mismo sentido, el IV Pleno Casatorio también se ha pronunciado señalando que, la “restitución” 

del bien debe entenderse como la entrega de posesión que protege el artículo 911 del Código 

Civil. 

 En referencia a lo asociado al presente expediente, existe discusión sobre la calidad de 

propietaria de Flora Ulda Salcedo Armas, la demandante; y ello se resume en el problema de 

establecer si el derecho de propiedad de la mencionada se encuentra afectada o no por la Ley 

28730  (Ley que autoriza al Ministerio de Vivienda, Construcción y Saneamiento para que 

realice las acciones administrativas de Reversión a favor del Estado de los lotes de terrenos del 

Proyecto Especial Ciudad Pachacutec) y su reglamento –Decreto Supremo N°015-2006- 

VIVIENDA, que establecen las acciones administrativas de reversión  a favor del Estado de 

aquellos terrenos del Proyecto Especial “Ciudad Pachacutec” en tanto no se hubiera cumplido 

con las cláusulas establecidas en los contratos de adjudicación; procedimiento que se encuentra 

exteriorizado con la anotación registral de inicio de procedimiento de reversión en la partida 

registral de dicho inmueble. 
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III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS Y 

LOS PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS. 

 

SÍNTESIS DEL AUTO DE SANEAMIENTO, FIJACION DE LOS PUNTOS 

CONTROVERTIDOS  

Siendo 17 de marzo de 2011, comparecieron ante el Juzgado Mixto de Ventanilla; las partes 

debidamente representadas; con el objeto de llevar a cabo la Audiencia Única.   

Saneamiento procesal: 

El Juzgado resolvió declarar INFUNDADA la excepción de falta de agotamiento de la vía 

administrativa, la excepción de falta de legitimidad para obrar de la demandante y la excepción 

de cosa juzgada, en tanto, se declaró SANEADO el proceso y la existencia de una relación 

jurídica y válida. 

Fijación de puntos controvertidos: 

a) Determinar si la demandante tiene la calidad jurídica de propietario. 

 b) Determinar si la demandada viene ocupando el predio en referencia a la condición de 

precaria 

Inspección judicial 

A fin de poder determinar que existen construcciones en la bien inmueble materia de desalojo, 

se ADMITE la inspección judicial del predio. 

La Audiencia Única es la diligencia en que se concentran varios actos procesales; en la 

actualidad, esta audiencia solo considera las siguientes etapas: el saneamiento del proceso, la 

fijación de puntos controvertidos, la admisión y actuación de los medios probatorios y el dictado 
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de la sentencia, pues como resultado de la incorporación del Decreto Legislativo N° 1070 –que 

modifica la Ley de Conciliación-al ordenamiento jurídico, en el año 2008, se eliminó la etapa 

conciliatoria judicial como etapa obligatoria, exigiéndose que con la demanda se presente el acta 

donde conste un intento conciliatorio extrajudicial. 

Por otro lado, por el presente se interponen excepciones procesales y estas son mecanismos 

utilizados para cuestionar la relación jurídica formada al interior del proceso y se encuentran 

expresamente determinadas en el Código Procesal Civil, particularmente en el Art. 446 del 

mismo. Esas excepciones pueden ser de naturaleza perentorias o dilatorias según su finalidad, las 

primeras pretenden la conclusión del proceso y en consecuencia el archivo de la demanda en 

forma definitiva, mientras que las segundas buscan dilatar el proceso. No obstante, en el presente 

proceso se declararon infundadas las excepciones planteadas al considerarse establecida una 

relación jurídica procesal válida, siguiendo el proceso en su curso. 

 

ANALISIS DE LA PRIMERA SENTENCIA DEL JUZGADO CIVIL 

Con fecha 18 de Julio de 2011, mediante Resolución N°12, el Juez del Juzgado Mixto de 

Ventanilla, resolvió declarar IMPROCEDENTE la demanda de DESALOJO POR OCUPACIÓN 

PRECARIA, en mérito de los siguientes fundamentos: 

Se concluye que, si bien es cierto que la demandante Flora Ulda Salcedo Armas figura como 

titular en SUNARP, tal derecho se encuentra limitado dentro de los alcances de la Ley y su 

reglamento 

Que, el inmueble se encuentra pre-fabricado dividido en 3 ambientes que han sido realizados 

por la parte demandada, y que son construcciones que no pueden ser desarmados sin afectar la 

estructura del mismo para lograr el desalojo del predio y que por tanto no existe propiedad 
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absoluta para que proceda el desalojo. Finalmente, señala si bien se pretende el desalojo de un 

inmueble del cual se acredita el derecho de propiedad sobre el terreno más no de la construcción, 

en consecuencia, resulta física y jurídicamente imposible la restitución del terreno, dado que, no 

puede separarse del terreno la construcción levantada sobre el mismo. 

Ante las precisiones expuestas, la mencionada resolución es materia de apelación por la 

demandante Flora Ulda Salcedo Armas, por cuanto no se encuentra conforme con lo resuelto por 

el Juez.  Este recurso lo enmarca la historia de la siguiente manera: 

La apelación es un instituto muy antiguo. Surgida en Roma en los primeros tiempos del 

Imperio como un Extraordinario Auxilio dirigido al Princeps, devino con el pasar del tiempo 

el medio ordinario para que quien se sintiera perjudicado por una sentencia reputada como 

injusta, obtuviera del otro juez un nuevo pronunciamiento sobre la situación ya previamente 

juzgada y definida por un precedente. (Ariano Deho,2009, pág. 32) 

En el presente caso, la demandante interpone recurso de apelación esgrimiendo distintos 

argumentos, sin embargo, la resolución N° 12 englobaba un panorama no tan claro sobre el 

argumento definitivo que llevó a la improcedencia de la demanda y, como se apreciará más 

adelante, en virtud de apelación la Corte Superior advierte que existe una motivación defectuosa. 

Asimismo, en referencia a lo manifestado por el Juez en una de sus consideraciones al decir 

que, al pretenderse el desalojo de un inmueble del cual se acredita el derecho de propiedad sobre 

el terreno más no de la construcción resulta imposible la restitución del terreno, puesto que no 

puede separarse del terreno la construcción levantada sobre el mismo. Sobre el particular, a lo 

largo de los años el desalojo fue perdiendo su función de recuperación urgente puesto que, si en 

un proceso sumarísimo se planteaba la discusión sobre la propiedad de las construcciones 

levantadas en el predio por parte del poseedor el desalojo no prosperaba pues ese hecho 
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conllevaba a que dicha discusión se ventilara previamente en otro proceso, sin embargo, a raíz 

del IV Pleno Casatorio este problema quedó atrás, dado que se estableció: 

 “V) En los casos en los que el demandado afirme haber realizado edificaciones o 

modificaciones sobre el predio materia de desalojo —sea de buena o mala fe—, no justifica que 

se declare la improcedencia de la demanda, bajo el sustento de que previamente deben ser 

discutidos dichos derechos en otro proceso. Por el contrario, lo único que debe verificarse es si el 

demandante tiene derecho o no a disfrutar de la posesión que invoca, dejándose salvo el derecho 

del demandado a reclamar, lo que considere pertinente, por causa de las edificaciones o 

modificaciones del predio, utilizando el procedimiento pertinente” 

 

ANALISIS DE LA PRIMERA SENTENCIA DE VISTA 

Con fecha 01 de Junio del 2012, la Sala Superior Mixta de Ventanilla resolvió declarar NULA 

LA SENTENCIA apelada de fecha 18 de Julio del 2011 (Resolución N°12) que declara 

improcedente la demanda de desalojo por ocupación precaria y dispone a que el A quo de origen 

renueve el acto procesal viciado de nulidad, ello por los siguientes planteamientos:  

Que, si bien el A quo asume que la demandante mantiene vigente su derecho de propiedad, 

sin embargo, se encuentra limitado por la Ley N°28730 y que, por lo tanto, deberá demostrar en 

sede administrativa el cumplimiento de sus obligaciones para ser excluida de las citadas normas 

y como consecuencia se declaró la improcedencia de la demanda. 

 Asumiendo la anterior posición, la Sala dice que no tendría sentido pronunciarse sobre la 

existencia de construcciones, y da como resultado que en la sentencia emitida por el Juez deviene 

en una que contiene motivación defectuosa que vulnera el debido proceso.  

Como se puede inferir, la Sala Superior Mixta de Ventanilla precisó que sobre la sentencia de 
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primera instancia recaía una incoherencia que generó posteriormente la declaración de nulidad de 

la misma. Esta inapropiada motivación incurrió en la vulneración de uno de los derechos 

fundamentales consagrados en el artículo 139 inc. 5 de la Constitución Política del Perú cuando 

se instauran los principios de la función jurisdicción expresando que: “La motivación escrita de 

las resoluciones judiciales en todas las instancias, excepto los decretos de mero trámite, con 

mención expresa de la ley aplicable y de los fundamentos de hecho en que se sustenta”. y en ese 

aspecto, el Tribunal Constitucional también se ha manifestado indicando lo siguiente:  

“En todo Estado constitucional y democrático de Derecho, la motivación debida de las 

decisiones de las entidades públicas –sean o no de carácter jurisdiccional– es un derecho 

fundamental que forma parte del contenido esencial del derecho a la tutela procesal efectiva. El 

derecho a la motivación debida constituye una garantía fundamental en los supuestos en que con 

la decisión emitida se afecta de manera negativa la esfera o situación jurídica de las personas. 

Así, toda decisión que carezca de una motivación adecuada, suficiente y congruente, constituirá 

una decisión arbitraria y, en consecuencia, será inconstitucional”. 

Sentencia del Tribunal Constitucional Exp. 04944-2011-PA/TC- LIMA.  

Aparte de lo antes mencionado, considero pertinente que la Sala Superior Mixta de Ventanilla 

se haya pronunciado en ese sentido, toda vez que, dentro de una instancia judicial acorde a 

derecho no se puede admitir una trasgresión al principio constitucional de motivación. 

 

ANALISIS DE LA SEGUNDA SENTENCIA DEL JUZGADO CIVIL 

En el marco de la observación descrita que hace la Sala Superior, se emite nueva sentencia: 

Con fecha 12 de setiembre de 2012, mediante Resolución N°20, el Juez del Juzgado Mixto de 

Ventanilla, resolvió declarar IMPROCEDENTE la demanda de DESALOJO POR OCUPACIÓN 
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PRECARIA, en virtud de los siguientes argumentos: 

La ley N°28730 y su reglamento  autoriza al Ministerio de Vivienda, Construcción y 

Saneamiento para que: 1) Realice las acciones administrativas de reversión a favor del Estado de 

los lotes del Proyecto Especial “Ciudad Pachacutec” a cuyos adjudicatarios no hayan cumplido 

con a clausula sexta de sus contratos de adjudicación, 2) Se proceda al reconocimiento de los 

Asentamiento Humanos asentados en los terrenos del Proyecto Especial “Ciudad Pachacutec”, 

entreguen constancias de posesión  a los moradores de los mismos y realicen el saneamiento 

físico legal hasta la titulación de los lotes de vivienda en posesión de los actuales moradores de 

los terrenos en coordinación con la Municipalidad Provincial del Callao. 

Que, en la partida de dicho inmueble existe anotación preventiva por tiempo indefinido del 

inicio del Procedimiento Administrativo de Resolución de Contrato respecto de los 

adjudicatarios originales. 

Por consecuencia, se concluye que, si bien es cierto que la demandante Flora Ulda Salcedo 

Armas figura como titular en SUNARP, tal derecho se encuentra limitado dentro de los alcances 

de la Ley 28703 y su reglamento, toda vez que, deberá demostrar en sede administrativa el 

cumplimiento de las obligaciones establecidas en su contrato de adjudicación a fin de ser 

excluida de la norma aludida, por consiguiente, se determina que la demandante no tiene 

legitimidad para obrar en el presente proceso. 

 

ANALISIS DE LA SEGUNDA SENTENCIA DE VISTA 

Así, la Sala Superior Mixta Transitoria de Ventanilla, expidió sentencia resolviendo 

REVOCAR la sentencia que declara improcedente la demanda, y REFORMANDOLA declarar 

FUNDADA en todos sus extremos, en consecuencia, ordenar que el emplazado Lucas Chacón 
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Chacón cumpla con desocupar el bien inmueble sub litis ubicado en Mz D lote 10 Sector H 

Grupo Residencial 1ª Barrio XVI Pachacutec-Ventanilla-Callao esgrimiendo las siguientes 

consideraciones: 

Que, el hecho que un inmueble de Litis de un proceso de desalojo esté inmerso en un 

Procedimiento administrativo de Resolución de Contrato no implica que exista falta de 

legitimidad para obrar del demandante, pues la legitimidad para obrar del demandante implica la 

identidad entre el sujeto titular de la relación jurídica sustantiva y el titular de la relación jurídica 

procesal. Indicando que dicha identidad se encuentra presente pues la demandante Flora Ulda 

Salcedo Armas afirma ser propietaria del inmueble pretendiendo que Lucas Chacon Chacon 

desaloje dicho inmueble por considerar que es precario y es, precisamente, Flora Ulda Salcedo 

Armas quien se presenta al proceso formulando la pretensión, en consecuencia, resulta errado 

que por estar inmerso el inmueble en el procedimiento administrativo de Resolución de contrato 

existe falta de legitimidad. 

Se advierte que, si bien se encuentra inscrita anotación preventiva del Inicio del 

Procedimiento de Resolución de Contrato, no existe anotación en el sentido que haya culminado 

dicho procedimiento de resolución de contrato en mérito del cual la demandante pierda la 

propiedad del bien. 

Asimismo, se consigna que no existe prueba alguna que acredite circunstancias que 

justifiquen el uso y disfrute de la posesión por parte del demandado, dado que, las constancias 

certifican que el demandado se encuentra en posesión del bien, sin embargo, no son título que 

justifique la posesión que mantiene sobre el inmueble. 

Me encuentro conforme con la presente posición emitida por la Sala Superior Mixta 

Transitoria de Ventanilla, porque considero apropiada el razonamiento- jurídico realizado en 
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tanto que la demandante Flora Ulda Salcedo Chacon ostentaba aún la propiedad; si bien existía 

una anotación preventiva del inicio del procedimiento de reversión a favor del estado de aquellos 

terrenos donde no se haya cumplido con lo establecido en la cláusula sexta de los contratos de 

adjudicación, también es cierto que a la fecha del proceso no existía inscripción alguna en 

Registros Públicos  que declare la resolución del contrato de adjudicación por incumplimiento de 

la cláusula sexta y por tanto la reversión o restitución de la propiedad a favor del Estado. En 

consecuencia, habrá pérdida del derecho de propiedad de la demandante cuando se declare la 

resolución del contrato de adjudicación y ésta conste inscrita efectivamente en Registros 

Públicos,  en ese sentido, el D.S. 020-2016- VIVIENDA que modifica el reglamento de la Ley 

28703 indica expresamente en su art.13 lo siguiente: “Habiendo quedado consentida la 

resolución o agotada la vía administrativa, el Gobierno Regional del Callao solicita al Registro 

de Predios correspondiente la inscripción del acto administrativo que declara resuelto el contrato 

y restituido el dominio del lote de terreno a su favor, adjuntando copia autenticada de la 

resolución y la constancia de haber quedado firme en la vía administrativa, los cuales constituyen 

título suficiente para su inscripción registral, y la cancelación de la anotación preventiva del 

inicio del procedimiento a que se refiere el literal b) del numeral 8.2 del artículo 8 del presente 

Reglamento”. 

Asimismo, en la medida de la posesión precaria se entiende según el artículo 911º de nuestro 

Código Civil que: “La posesión precaria es la se ejerce sin título alguno o el que se tenía ha 

fenecido”, es decir, existe ausencia absoluta de título alguno o que el título que se ostentaba 

feneció, por tanto, no genera protección desde ningún aspecto. 

Acerca del título, se menciona lo siguiente: 

En efecto, “título” no es en nuestro ordenamiento civil sinónimo de “título de propiedad”. 
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Título es la causa fuente del derecho, aquello de donde procede nuestro derecho (…) desde 

esta perspectiva, hace bien la sentencia en mayoría cuando dice que “la figura del precario se 

va a presentar cuando esté poseyendo sin título alguno, esto es, sin la presencia y acreditación 

de ningún acto o hecho que justifique el derecho al disfrute del derecho a poseer. (Ramírez 

Cruz, 2013, pág. 53) 

Siguiendo esa línea, se define al precario en IV Pleno Casatorio Civil, basada en la Casación 

N° 2195-2011-Ucayali:  

“Cuando se hace alusión a la carencia de título o al fenecimiento del mismo, no se hace 

referencia al documento que haga alusión exclusiva al título de propiedad, sino a cualquier acto 

jurídico que le autorice a la parte demandada a ejercer la posesión del bien, puesto que el derecho 

en disputa no será la propiedad sino el derecho de poseer”.   

La constancia de posesión emitido por la Municipalidad Provincial del Callao se extiende en 

virtud de la Ley Orgánica de Municipalidades – art.73 y 79 Ley 27972, art. 4 de la Ley 28687 y 

al art.4 Ley 28730, en este caso, ésta última precisa lo siguiente: “ Autorizase al Ministerio de 

Vivienda, Construcción y Saneamiento para que en coordinación con la Municipalidad 

Provincial del Callao procedan al reconocimiento de los asentamientos humanos asentados en los 

terrenos del Proyecto Especial “Ciudad Pachacutec”, entreguen las constancias de posesión a los 

moradores de los mismos y realicen el saneamiento físico legal hasta la titulación de los lotes de 

vivienda en posesión de los actuales moradores de los terrenos revertidos al Estado” se puede 

apreciar que la Municipalidad Provincial del Callao estaba facultado para expedir constancias de 

posesión a favor de los moradores actuales. Asimismo, de la Ley 28687 es pertinente traer a 

colación su art.24 puesto que menciona: “La factibilidad de servicios básicos en los terrenos 

ocupados por posesionarios informales a las que se refiere el art.3 de la presente Ley se otorgará 
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previo Certificado o Constancia de Posesión que otorgará la municipalidad de la jurisdicción”, 

desde esa perspectiva se puede concluir que la que las constancias de posesión, por lo general, se 

otorgan para fines de instalación de servicios básicos como luz, agua, etc; para posesiones en 

proceso de formalización.  

Ante lo expuesto, no considero que las constancias de posesión emitidas por la Municipalidad 

Provincial del Callao constituyan títulos que justifiquen la posesión del bien por parte del 

demandado; debido a que, la expedición de las mismas no implica el reconocimiento de un 

derecho de poseer y mucho menos a desconocer aquel derecho de propiedad del titular que no 

posee o ha sido invadido en muchos casos. Por consiguiente, la demandante Flora Ulda Salcedo 

Armas sigue siendo plenamente propietaria del bien, y; si bien existe, como indica la Sala 

Superior Mixta Transitoria de Ventanilla, anotación preventiva del Inicio de Procedimiento 

Administrativo de Resolución de Contrato, no se aprecia que exista anotación en el sentido que 

haya culminado dicho procedimiento en una resolución de contrato, encontrándose inmersa la 

demandante en la Ley 28730 y su reglamento, acarreando la pérdida  absoluta de la propiedad 

del bien.  

 

ANALISIS DE LA SENTENCIA CASATORIA 

 

CASACIÓN N°1968-2014- CALLAO 

Siendo 18 de junio de 2015, La Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de Justicia de 

Lima, declaró FUNDADO el Recurso de Casación interpuesto por Lucas Chacón Chacón, en 

consecuencia, declararon NULA la Sentencia de Vista y actuando en sede de instancia 

CONFIRMARON la sentencia apelada que declara IMPROCEDENTE la demanda, resumidos 
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en los siguientes argumentos: 

Se expresa que en cuanto la motivación ha sido adecuada, dado que se ha analizado los puntos 

controvertidos, el material probatorio existente y se ha justificado la decisión tomada. 

Manifestado lo anterior descarta las infracciones procesales. 

El IV Pleno Casatorio establece como precedente vinculante en el acápite b.2 cuando se 

refiere a la carencia de título o al fenecimiento del mismo, no se hace alusión a la carencia de 

título o al fenecimiento del mismo se refiere a aquel acto jurídico que le autorice la parte 

demandada a ejercer la posesión del bien puesto que el derecho que se disputa no es el derecho 

de propiedad sino el derecho a poseer.  

Que, en el presente caso existe un acto jurídico que otorga a la demandada un título para 

poseer y que consiste en el Certificado de Posesión que fue expedido por la Municipalidad 

Provincial del Callao. Y siendo emitido por una entidad del estado le otorga una calidad de 

verosímil, por lo tanto, no se puede considerar al demandado como precario. 

Sin embargo, esta calidad no se encuentra definida, sino que está sujeta a un procedimiento 

administrativo especial de reversión, y si se le excluye a la demandante de los efectos de la Ley 

28730, el certificado de posesión expedido a favor del demandado dejaría de surtir efectos. 

 Que siendo así, si bien el IV Pleno Casatorio indica que las demandas por desalojo por 

precario no deben culminar con una declaración de improcedencia, también indica que pueden 

existir excepciones en casos no enumerados en la parte decisoria del numeral 5 del precedente 

vinculante y como ello ocurre en el presente caso la declaran improcedente la demanda, dado el 

estado de pendencia al que se ha hecho referencia. 

Frente a lo expresado por la Corte Suprema de Justicia, es conveniente detallar algunos 

alcances sobre el papel que desenvuelve y cuáles son los fines del recurso casación. En el marco 
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de lo manifestado, la jurisprudencia asevera que: 

“(…) de conformidad con el artículo 384 del Código Procesal Civil el recurso de casación por 

su naturaleza, es un medio impugnatorio de carácter extraordinario, que tiene por fines 

esenciales: la correcta aplicación e interpretación del derecho objetivo, así como la unificación 

de la jurisprudencia nacional por la Corte Suprema de Justicia; por tanto, éste Tribunal Supremo 

sin constituirse en una tercera instancia adicional en el proceso, debe cumplir con su deber legal 

y constitucional pronunciándose acerca de los fundamentos del recurso, por la causal declarada 

procedente”. 

Sentencia Casatoria N° 1311-2010 Lambayeque. 

 

En atención a las condiciones que anteceden, la Corte Suprema decide declarar la sentencia de 

vista nula y confirma la apelada que declara improcedente la demanda. En primer lugar, descarta 

que haya una infracción procesal porque a su criterio existe una debida motivación. En segundo 

lugar, efectúa un análisis argumentado que  no es admisible declarar fundada la demanda porque 

entiende que existe título del demandado para poseer el bien que recae sobre los certificados de 

posesión  expedidos por la Municipalidad Provincial del Callao otorgados cumpliendo los 

lineamientos de la Ley 28703 y su reglamento; sin embargo, líneas siguientes establece que la 

situación en la que se encontraba el demandado no era definitiva pues estaba subordinada a  lo 

que se iba a determinar en el procedimiento administrativo especial de reversión. Si el resultado 

que se obtenía de dicho procedimiento era favorable para la demandante, en ese caso, dice la 

Corte Suprema, los certificados aludidos dejarían de surtir efectos. Al respecto, desde mi 

perspectiva, si bien es cierto que, como bien se describe en la sentencia casatoria, existía un 

procedimiento administrativo de reversión a favor del Estado por resolución de los contratos de 
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adjudicación por el cual ambas situaciones de demandante y demando se encontraban en un 

estado de pendencia respecto de lo que se iba a decidir; no existía hasta ese momento una 

decisión definitiva en sede administrativa respecto  a la resolución del contrato de adjudicación; 

por ende, considero que la demandante aún revestía del derecho de propiedad puesto que no se 

había desvirtuado su calidad de propietaria del bien en sede administrativa ni judicial y que, por 

último, las constancias de posesión emitidas por la Municipalidad provincial no eran 

instrumentos que le quitaban la calidad de precario al demandado. 

 

IV. CONCLUSIONES: 

El presente caso, la discusión versó en determinar si la demandante ostentaba la calidad de 

jurídica de propietario el predio y si la parte demandada viene ocupando el predio en referencia 

en condición de ocupante precaria o si por el contrario contaba con los documentos que 

justifiquen la ocupación del bien, materia de conflicto. 

De lo expuesto por las partes en el proceso y al realizar la valoración del contenido de los 

hechos y medios probatorios, puedo concluir que me encuentro conforme con la Sala Superior 

Mixta Transitoria de Ventanilla que expidió sentencia resolviendo revocar la sentencia que 

declara improcedente la demanda, y reformándola declaró fundada en todos sus extremos, y en 

consecuencia, se ordenó que el emplazado Lucas Chacón Chacón cumpla con desocupar el bien 

favoreciendo a la demandante Flora Ulda Salcedo Armas. 

En virtud de la Ley 28730 y su reglamento se inicia Procedimiento Administrativo de 

Resolución de Contrato, y bajo sus lineamientos se emiten constancias de posesión expedidas por 

la Municipalidad Provincial del Callao en las que el demandado sustenta su posesión y descarta 

tener la calidad de precario. Sin embargo, la sentencia de vista indica que ello no implica el 
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reconocimiento de un derecho de poseer. Por consiguiente, bajo todos los argumentos 

esgrimidos, la demandante Flora Ulda Salcedo Armas sigue siendo plenamente propietaria del 

bien como asevera la Sala Superior Mixta Transitoria de Ventanilla correspondiendo declarar 

fundada la demanda y en razón de ello restituirle el bien. 
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